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La motivación fundamental de esta investigación ha radicado en revisar las posibilidades que manejan los entes pú-
blicos en el diseño de instrumentos de financiación basados en el principio del beneficio. Numerosos bienes y servi-
cios públicos son suministrados a cambio de una contraprestación directa por parte de los usuarios. En este sentido,
la estructura de estas tarifas ha de ser analizada con detalle, para intentar perfeccionar el sistema de ingresos del sec-
tor público (Albi et al., 2000). Las diferentes opciones han sido abordadas en función de su complejidad, centrándo-
se en el papel que tienen los criterios de eficiencia y equidad en este contexto. Igualmente, en base al trabajo seminal
de Ramsey (1927), se han mostrado las conexiones existentes con la Teoría de la Imposición Óptima.
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Clasificación JEL: D40, D60, H20, H40.
1. Introducción
Numerosos bienes y servicios públicos son suministrados a cambio de una contrapresta-
ción directa por parte de los usuarios. El propósito fundamental de esta investigación ha con-
sistido en analizar las posibilidades que manejan los entes públicos a la hora de diseñar ins-
trumentos de financiación basados en el principio del beneficio. Pese a no constituir el
grueso de la financiación pública, se hace preciso tratar con detenimiento la fijación de pre-
cios públicos, para intentar perfeccionar el sistema de ingresos del sector público (Albi et al.,
2000). Igualmente, constituyen opciones válidas con vistas a la regulación de algunas activi-
dades productivas del sector privado.
En este contexto, las políticas de fijación de precios van habitualmente dirigidas a satisfa-
cer numerosos requisitos y a constituir un instrumento válido para afrontar objetivos diversos
(Bös, 1985; 1994). En este trabajo se ha realizado una revisión de las principales posibilidades
teóricas en este campo, enfocando la exposición desde una óptica normativa, si bien se ha co-
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Banco Herrero y del Instituto de Estudios Fiscales para la elaboración de esta investigación.mentado alguna opción desde un punto de vista positivo. La eficiencia y la equidad han consti-
tuido los criterios básicos de fijación de precios considerados en este trabajo, en base a los cua-
les se ha planteado la estructura del artículo 1. En el desarrollo de éstas, no será difícil apreciar
las conexiones existentes con los hallazgos más relevantes relativos a imposición óptima.
En cualquier caso, este estudio se ha centrado en analizar la estructura de las tarifas, dejando a
un lado los mecanismos de regulación de precios que pueden conducir a su fijación. Es decir, se ha
hecho énfasis en las tarifas resultantes, no en el proceso de determinación de las mismas. Asimis-
mo, y a fin de que la exposición no resulte abstracta en exceso, se ha mostrado la utilidad de algu-
nas de las aportaciones teóricas presentadas haciendo mención a un servicio proveído en el seno del
sector público, para el que es posible encontrar tarifas de diversa naturaleza y estructura. En este
sentido, el servicio de abastecimiento de agua constituirá un ejemplo válido en el que, con frecuen-
cia, se plantea la fijación de precios no lineales y no uniformes, en contextos multiobjetivo.
El trabajo se estructura de una forma bastante simple. En una primera sección se presen-
ta una panorámica general en la que se resumen los principales criterios que pueden orientar
el diseño de precios en el sector público. Seguidamente, se estudian las aportaciones básicas
en cuanto al criterio de eficiencia se refiere, articulando la exposición en función de la com-
plejidad de las tarifas abordadas y analizando diferentes grados de discriminación de precios.
A continuación se pasa a discutir si el objetivo de equidad debe ser considerado en las tarifas,
proponiendo, asimismo, los mecanismos más relevantes que permiten ejercer redistribución
en este contexto. En esa misma sección, se hace breve alusión a la formación de precios polí-
ticos, es decir, condicionados a la maximización de los votos por parte del electorado, dado
que en ocasiones pueden estar vinculados a la consecución de objetivos distributivos. Para fi-
nalizar, las principales ideas extraídas del trabajo son expuestas a modo de recapitulación,
así como algunas consideraciones acerca de las futuras extensiones hacia las que podría diri-
girse la teoría de los precios óptimos en este escenario.
2. Fijación de precios en el sector público: objetivos y estructuras
Establecer tarifas en el sector público supone actuar en un contexto multiobjetivo. En este
sentido, Bös (1994) realizaba una clara distinción entre teoría normativa, haciendo alusión a los
propósitos que deberían perseguir las organizaciones públicas, y teoría positiva, a saber, lo que
en la práctica suelen implementar. Es decir, que aunque lo deseable sería la búsqueda de la maxi-
mización del bienestar social o de aspectos redistributivos, en ocasiones priman otros intereses.
Considérese, como ejemplo significativo, el peso de la política en el sector público. En
consecuencia, el establecimiento de los precios podría responder a la voluntad de conseguir
el mayor número posible de votos. O la presencia de comportamientos burocráticos, con los
que la maximización del presupuesto o la maximización de la utilidad del burócrata se con-
vierten en metas prioritarias. En ocasiones, la presencia de grupos de presión (sindicatos, por
ejemplo) puede alterar en cierta medida este último planteamiento, conduciendo a una solu-
ción de compromiso. Estas y otras aspiraciones son recogidas en la tabla 1, en la que se
muestran los principales objetivos que orientan el diseño de tarifas, tanto desde el punto de
vista normativo (los dos primeros) como positivo (el resto).
96 M.ª ÁNGELES GARCÍA VALIÑASEn esta investigación, nos hemos detenido en mayor profundidad en el análisis de es-
tructuras que persiguen eficiencia y equidad. Tal como es posible apreciar, la metodología
más habitual empleada en la derivación de precios será la optimización restringida, con va-
rias opciones en cuanto a funciones objetivo se refiere 2. Por lo que respecta a la estructura
de las tarifas, es preciso señalar que, para alcanzar la consecución de diversos objetivos, se
suele proceder a realizar combinaciones de diferentes variantes de discriminación de precios,
de ahí que el grueso del trabajo se haya centrado en desarrollar las principales aportaciones
en este campo. El esquema que figura a continuación puede ser representativo de las grandes
opciones que se ofrecen a la hora de establecer tarifas para un bien o servicio.
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Tabla 1
Algunos objetivos relevantes para la fijación de precios en el sector público
Aspiración Función objetivo Explicación
Maximización del bienestar
social: eficiencia
La suma de los excedentes de los H consumidores
(E) y del beneficio del productor () constituirán
el objetivo a maximizar.
Maximización del bienestar
ponderado: equidad
La suma ponderada (ponderaciones: w, ) de los
excedentes de los H consumidores y del beneficio
del productor constituirán el objetivo a maximi-
zar, introduciendo objetivos redistributivos.
Maximización de votos ƒ( =1, =2, ..., =H) ƒ es una función que denota los votos esperados.
Minimización de un índice de
precios
El objetivo básico radica en contener la tendencia
ascendente de un índice de precios que refleje el
coste de la vida. En este caso se considera un índi-
ce tipo Laspeyres, donde el superíndice 0 hace re-
ferencia al período base en el que se han determi-
nado las ponderaciones y los bienes testigo que
entran en el índice.
Maximización de la produc-
ción pública
La suma de varios productos públicos constituye
en este caso el argumento principal de la fijación
de los precios.
Maximización de ingresos La consecución de mayores ingresos por la venta
del producto se convierte en este caso en el objeti-
vo básico de la política de precios.
Maximización del presupues-
to
En el presupuesto a maximizar se consideran los
ingresos por ventas y las subvenciones recibidas
por unidad de producto.
Maximización de la utilidad
conjunta de burócratas y sin-
dicatos
Ub (xd+1, ..., xN)+Us (p0, x0) En esta propuesta se combinan objetivos repre-
sentativos de diferentes grupos de interés, como
son los burócratas y los sindicatos, cuyas respec-
tivas funciones de utilidad son denotadas por Ub y
Us.




















































p x Subv xHemos tratado en primer lugar, de forma breve, las modalidades lineales y uniformes.
Entre ellas, destacaría la solución óptima de primer orden, en la que el precio igualaría el
coste marginal de producción y un óptimo de segundo orden, en base al coste medio. Segui-
damente han sido propuestas las fórmulas discriminatorias más relevantes, ya sean lineales,
en las que el criterio de discriminación podrá ser, el mercado (precios de Ramsey) o el perío-
do (demandas fluctuantes), ya sean no lineales (tarifas multiparte). Dentro de estas últimas,
es preciso realizar una distinción entre aquellas tarifas que generan la autoclasificación por
parte los propios usuarios en grupos en función de su consumo, o aquellas que no consiguen
realizar dicha función, puesto que incorporan algún elemento distorsionante que impide ese
cometido 3.
3. Eficiencia: precios lineales y uniformes
La sencillez es uno de los rasgos que caracterizan las fórmulas no discriminatorias, en
las que el precio es uniforme para toda la clientela y no varía con la cantidad consumida.
De todas maneras, parece ser que su simplicidad se convierte en una de sus principales li-
mitaciones, sobre todo en contextos multiobjetivo. De ahí que los precios óptimos de pri-
mer orden, es decir, aquellos que igualan los costes marginales, dejen paso a otras opciones
que puedan ser implementadas en la práctica y de carácter más realista, haciéndose eco de
las limitaciones relativas al mercado y la tecnología 4. Las posibilidades básicas en este
contexto se mueven, fundamentalmente, en torno a prácticas discriminatorias, fijando pre-
cios diferentes en función del usuario, de la cantidad consumida y/o del período de tiempo
considerado.
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Figura 1. Estructuras de precios óptimos
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Precio = Coste Medio
NO DISCRIMINACIÓN PRÁCTICAS DISCRIMINATORIASAntes de pasar a analizar con detalle la discriminación, es preciso detenerse en otra alter-
nativa de carácter lineal que se concibe como una solución óptima de segundo orden en pre-
sencia de costes medios decrecientes. La fijación de un precio, pi, que iguale los costes me-
dios solventaría el problema del déficit a cambio de ciertas pérdidas de eficiencia. El
establecimiento de tarifas en función del coste medio viene a constituir una variante basada
en costes plenamente distribuidos (Full Distributed Costs). Según este método, los costes de
producción del bien o servicio i-ésimo, Ci, están siendo distribuidos entre los usuarios, cuya









Conectando con el siguiente apartado, en el que se abordan fórmulas discriminatorias, el
sistema anterior puede verse complicado en un contexto multiproducto, bajo la existencia de
costes compartidos, en cuyo caso habría que determinar qué parte de esos costes corresponde
a cada bien o servicio. Dichos costes comunes no directamente atribuibles, pueden llegar a
tener un peso significativo. Suponiendo que los únicos costes comunes sean los costes fijos
CF, es posible formalizar esta idea tal como sigue:
CC Af C F ii i 
	 ; [2]
Se observa cómo, de los costes correspondientes al bien o servicio i-ésimo, CAi son di-
rectamente atribuibles, mientras que fi indicaría el porcentaje de los costes comunes, CF, que
se imputan a dicho bien o servicio. Kahn (1970) establecía diversos criterios para el cálculo
de fi. Así, los costes directamente atribuibles a cada servicio, el producto o el ingreso bruto
constituyen algunas variables, que en términos relativos, se tienen en cuenta en este ámbito 5.
4. Eficiencia: prácticas discriminatorias
La discriminación de precios se presentaba originariamente como un sistema para con-
vertir excedente del consumidor en beneficio. No obstante, la introducción de restricciones
adicionales en los programas de optimización ha permitido adaptar este tipo de fórmulas al
sector público. En general, las prácticas discriminatorias parecen dar bastante más juego que
los precios lineales y uniformes. Siguiendo la definición propuesta por Philips (1983, pág.
6), la discriminación de precios sería definida como una situación en la que «dos variedades
de un bien o servicio son vendidas a dos compradores a precios netos diferentes, calculados
éstos como la diferencia entre el precio abonado por el comprador y el coste asociado a la
diferenciación del producto (...)». Es decir, que lo verdaderamente relevante serán las des-
viaciones de los precios con respecto a los costes marginales de producción.
Siguiendo a Pigou (1932), identificamos tres tipologías de discriminación de precios:
discriminación de primer grado o perfecta 6, discriminación de segundo grado y discrimina-
ción de tercer grado. Las distintas modalidades difieren, fundamentalmente, sobre la base de
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tribuciones en el campo discriminatorio. A fin de que la exposición sea lo más clara posible,
ha sido iniciada por las prácticas discriminatorias de tercer grado, por constituir uno de los
ejes principales de otras muchas variantes discriminatorias.
4.1. Precios de Ramsey: discriminación de tercer grado
Con este tipo de prácticas, el organismo que fija precios es capaz de clasificar a los con-
sumidores en r grupos diferentes, puesto que éstos presentan alguna característica que es fá-
cilmente observable. La mayor parte de los servicios públicos consideran la prestación reali-
zada a varios tipos de usuarios, claramente identificables. Piénsese, por ejemplo, en el
servicio de suministro de agua, que diferencia dos tipos básicos de usuarios a los que, habi-
tualmente, se factura de forma distinta: los usuarios residenciales y los usuarios comercia-
les/industriales.
En este tipo de contextos, las estructuras de precios basadas en el trabajo de Ramsey
(1927) son consideradas con relativa frecuencia 7. Las conclusiones de dicho trabajo, relati-
vo a reglas de imposición óptima, serían trasladadas posteriormente al ámbito de la tarifica-
ción de monopolios regulados [Boiteux (1956); Baumol y Bradford (1970)]. Para la deriva-
ción de esta formulación, se plantea la maximización del bienestar social, sujeta a una
restricción sobre los beneficios a alcanzar por el organismo suministrador. Así, desde un
punto de vista genérico, el resultado del modelo se podría condensar en la formulación si-
guiente:
[3]
La ecuación precedente es conocida bajo diversas denominaciones, tales como precios
de Ramsey-Boiteux o simplemente precios de Ramsey, donde pi y ci estarían denotando, res-
pectivamente, el precio y el coste marginal correspondientes al bien/servicio i-ésimo, mien-
tras que >ii denotaría la elasticidad de la demanda de dicho bien/servicio con respecto a su
propio precio. Por su lado, ?, recibe la denominación de número de Ramsey, y constituye una
constante que permite ajustar los márgenes sobre los costes marginales en todos los merca-
dos, satisfaciendo de esta manera la restricción presupuestaria planteada en el programa de
optimización. Por tanto, su cuantía dependerá del nivel de beneficios que haya sido estable-
cido [Laffont y Tirole (1993); Bös (1994); Lasheras (1999)]. Su expresión concreta variará
igualmente en función de la ponderación que se le otorgue a la función de beneficios del pro-
ductor en la función objetivo a maximizar 8. Considerando dos bienes, i y j, la expresión [3]
puede reformularse:
[4]
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 >Siguiendo a Bös (1994), las tarifas de Ramsey se caracterizan por generar un trade-off
entre nivel de precios y estructura de precios. Ambos aspectos serán posteriormente mencio-
nados cuando se traten cuestiones relativas a la equidad de las tarifas. Respecto al primero de
los aspectos, el nivel de precios, vendría condicionado por el nivel de beneficios que sea in-
corporado en la restricción del programa de optimización. Por otro lado, la estructura de los
precios resultantes de la aplicación de esta regla estaría fuertemente ligada a la elasticidad de
la demanda con respecto a su propio precio. Así, en la medida en la que dicha elasticidad es
más reducida, los precios deberían ser incrementados en mayor cuantía. Esta formulación
conduciría al establecimiento de precios más elevados a aquellos grupos de usuarios con me-
nor sensibilidad a variaciones en los precios, con la finalidad de minimizar las distorsiones
en cuanto a decisiones de consumo se refiere.
Por otro lado, la ecuación [4] se verificaría siempre y cuando las elasticidades cruzadas
sean nulas. Se precisa, de forma adicional, que los efectos renta sean despreciables o se vean
compensados. En el momento en el que dichas relaciones cobren importancia, la expresión
relevante sería:
[5]
En la igualdad precedente, el factor que multiplica al margen precio coste marginal reci-
be la denominación de superelasticidad [Rohlfs (1979); Brown y Sibley (1986)]. A la hora
de determinar dicho margen será necesario considerar, adicionalmente, los efectos sobre los
precios de los demás bienes. Es decir, que bajo efectos cruzados no despreciables, esta for-
mulación conduciría a la fijación de mayores precios no sólo por el hecho de que las deman-
das sean menos sensibles a variaciones de su propio precio, sino que también influiría el ca-
rácter complementario o sustitutivo de los bienes considerados. A modo ilustrativo, si
consideramos dos bienes sustitutivos, sería deseable establecer precios más elevados, dado
que el incremento de precio de uno de los bienes conduciría a aumentar los ingresos proce-
dentes del otro bien.
Por otro lado, Griffin (1982) ajustaba los precios de Ramsey teniendo en cuenta la pre-
sencia de externalidades negativas derivadas del tamaño de la red. Éste definía un término o
factor de externalidad, , siendo H el número de consumidores:
[6]
Dicho término de externalidad viene a depender del cociente entre la valoración social
(msvh) y la valoración personal (mpvh) de cada individuo marginal h-ésimo que se adhiere a
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 la red. En función de este término, Griffin (1982) introducía la siguiente corrección en la tari-
ficación Ramsey, bajo un factor de externalidad constante 9 () :
[7]
En la expresión anterior, se consideran dos bienes o servicios, i, j, siendo este último el
que presenta externalidades derivadas del tamaño de la red. Podríamos seguir mencionando
numerosas variantes y extensiones del modelo básico de Ramsey. Por citar algunos ejem-
plos, Rees (1968), Mohring (1970), Bergson (1972) o Sherman y George (1979) incorpora-
ban la interacción existente entre el sector público y el sector privado a través de diversas
restricciones. Sherman y Visscher (1978) introducían incertidumbre en la estructura de las
demandas, mientras que Braeutigam (1983) realizaba una adaptación de la tarificación Ram-
sey-Boiteux en un escenario dinámico. Por su lado, Ebert (1998) extendía el modelo básico
considerando varias modalidades de regulación ambiental, ante diversos contextos institu-
cionales.
4.2. Demandas fluctuantes
Bajo esta denominación se recogen todas aquellas actividades que abastecen un produc-
to no almacenable (al menos no a un coste razonable) y cuya demanda experimenta fluctua-
ciones periódicas en intervalos temporales regulares. A consecuencia de dichas variaciones,
las entidades suministradoras se enfrentan, por un lado, a períodos de demanda normal o re-
ducida, X i
n, en los que existen excesos de capacidad, y a otros períodos, de demanda punta,
X i
p, en los que, por el contrario, la capacidad es insuficiente. Por lo general, las variaciones
se suceden en cortos períodos de tiempo, por lo que el ente que abastece no tiene posibilidad
de reaccionar vía ampliación de capacidad en los períodos de demanda alta.
Los desarrollos de Boiteux (1949;1951) y Steiner (1957) se alzan como el origen de la teo-
ría de las demandas fluctuantes. La idea básica recogida en estos trabajos sería continuada por
las aportaciones de Williamson (1966) o Littlechild (1970). En dichos estudios se analizan
cuestiones relacionadas con tarificación y la fijación del nivel óptimo de capacidad productiva,
bajo supuestos bastante simplificados. Cuando existen demandas fluctuantes, se ha de proceder
a la discriminación de precios, fijando un precio diferente en cada uno de los períodos. Así,
considerando dos períodos 10, la relación con los precios de Ramsey vendría dada por:
[8]
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>Como puede apreciarse en las expresiones precedentes, para fijar los precios correspon-
dientes a los períodos de demanda normal y punta (pi
n, pi
p ), se hace preciso conocer las elas-
ticidades-precio (>ii
n, >ii
p), así como los costes marginales (c i
n, c i
p ) correspondientes a cada
período. Dichos costes marginales han de reflejar no sólo las diferencias existentes en cuanto
a costes operativos se refiere, sino también las relativas a los costes de capacidad, en base a
la valoración marginal de dicha capacidad que le otorgan los usuarios en cada período (Albi
et al., 2000).
Así, un ejemplo significativo de un servicio caracterizado por presentar estacionalidad y
fluctuaciones de la demanda lo constituye el abastecimiento de agua. Generalmente, se suele
realizar una explotación a plena capacidad en determinados períodos, que acaba por resultar
insuficiente en el corto/medio plazo. En este contexto, el cálculo de los costes de capacidad
marginal se convierte en uno de los temas que ha suscitado mayor interés 11.
Aunque en su versión básica esta formulación conduce al establecimiento de precios
más reducidos cuando las demandas son poco intensas, la cuantía de los precios establecidos
dependerá en gran medida de la modalidad tecnológica que se considere y de la elasticidad
que presenten las funciones de demanda (Braeutigam, 1989). En este sentido, con una tecno-
logía neoclásica, en la que es posible la sustitución de factores productivos, los costes fijos se
repartirían entre todos los consumidores, en función de su demanda y de los costes de pro-
ducción. Waverman (1975) proponía una función de producción mixta, obteniendo como re-
sultado un ratio (pp/pn) dependiente de la distribución de los bienes producidos a lo largo del
tiempo. Crew y Kleindorfer (1976) planteaban en su análisis la existencia de diversas tecno-
logías y tipos de plantas. En función de las condiciones de oferta y demanda, incluso es posi-
ble que el precio fijado en períodos punta sea inferior al establecido para períodos de baja de-
manda 12 [Bailey y White (1974); Lee y Wilson (1990)].
La introducción de incertidumbre en el análisis ha complicado en mayor medida la deri-
vación de las tarifas óptimas. En este sentido, Visscher (1973) y Carlton (1977) abordaban el
problema ante la presencia de demandas estocásticas. Kleindorfer y Fernando (1993) daban
un paso adelante considerando adicionalmente la presencia de incertidumbres por el lado de
la oferta, dejando abierta la posibilidad de que se produjeran excesos de demanda. En este
tipo de situaciones, la entidad suministradora ha de proceder al racionamiento con el fin de
ajustar oferta y demanda. Los procesos de racionamiento acarrean costes adicionales, que
han de ser tenidos en cuenta en el proceso de tarificación. De esta manera, los costes que,
para el suministrador supone la interrupción del suministro o la pérdida de bienestar que su-
fren los usuarios como consecuencia del racionamiento, son elementos que influyen en gran
medida en la fijación de precios a estos niveles 13.
4.3. Tarifas no lineales: discriminación de segundo grado
Con esta modalidad de discriminación, el suministrador sabe de la existencia de diversos
tipos de consumidores, aunque le es imposible clasificarlos. La/s característica/s en la/s que
se apoyaría para efectuar dicha segmentación no es/son directamente observable/s. Si bien el
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consumidor, tiene cierta idea de cómo se distribuye entre su clientela 14. Ante esta situación,
fija un esquema de precios no lineal, según el cual, el precio medio desembolsado por el
usuario varía en función del volumen adquirido por el mismo.
El suministrador persigue con ello que los clientes le transmitan información acerca de
sus preferencias o su tipología, por el mero hecho de consumir una u otra cantidad. La tarifa
propuesta debería ser incentivo-compatible, provocando una autoclasificación correcta por
parte de los propios clientes. Es decir, debe «obligar» a los consumidores a revelar sus verda-
deras preferencias. De ahí se derivan nuevas restricciones a añadir a los programas de opti-
mización, tal como se advertirá seguidamente.
Numerosos trabajos mostrarán la superioridad en eficiencia de los esquemas no linea-
les 15. Así, Leland y Meyer (1976) probaron cómo estas estructuras dominan desde el pun-
to de vista de la eficiencia a los precios lineales, bajo la existencia de restricciones presu-
puestarias, en un modelo de equilibrio parcial. Willig (1978) demostró, en un marco de
equilibrio general, la superioridad desde el punto de vista de Pareto de los precios no linea-
les. Spence (1980) llegaría a la misma conclusión, pero asumiendo restricciones presu-
puestarias.
De esta manera, las políticas de precios no lineales se presentan como las más adecuadas
para sectores caracterizados por fuerte heterogeneidad en preferencias y tecnologías (Castro
et al., 2002). Con mayor generalidad, una estructura de precios de este tipo puede ser repre-
sentada por una función, B, que constituiría la cantidad a desembolsar por consumir una can-
tidad x. Las variantes fundamentales de la discriminación de segundo grado son las tarifas en
dos partes y las tarifas por bloques, que son expuestas a continuación.
4.3.1. Tarifas bipartitas
Este tipo de estructuras están compuestas por dos elementos. Inicialmente, los consumi-
dores han de abonar una cantidad que no depende del consumo (cuota fija, A) que les da
derecho a consumir el bien o servicio. Posteriormente, por cada unidad consumida pagan
una cantidad adicional (precio variable, p). Una vez producido el enganche, la cantidad total,
Bi
h, a abonar por parte del consumidor h-ésimo para adquirir la cantidad x i
h del bien i-ésimo
sería la siguiente:
[9]
Las tarifas bipartitas fueron inicialmente planteadas por Coase (1946), quien intentaba
solucionar el problema del déficit originado en un marco de monopolio natural que fijase un
precio igual al coste marginal. A fin de solventar este problema, derivaba una tarifa en dos
partes cuyo componente variable constituía un óptimo de primer orden, en el sentido de igua-
lar el coste marginal, mientras que el importe de la cuota de acceso resultaba de dividir las

















 2pérdidas generadas por la fijación de dicho precio variable entre el número de consumidores.
De esta manera se obtenían niveles elevados de eficiencia sin renunciar al equilibrio finan-
ciero.
La propuesta de Coase, sin embargo, suponía que la demanda de acceso era constante e
independiente de la cuantía que tomase la parte fija de la tarifa, supuesto un tanto restrictivo.
Si realmente existiera cierta sensibilidad de dicha demanda ante variaciones en la cuota fija,
la expresión de los precios óptimos adoptaría la formulación de Ramsey aplicada a cada
componente de la tarifa (Segura, 1993).
Este tipo de tarifas han sido objeto de numerosas variantes y extensiones [Oi (1971);
Littlechild (1975); Rohlfs (1979); Schmalensee (1981); Sherman y Visscher (1982); Cassou
y Hause (1999); De Borger (2001)]. Destacan las aportaciones de Littlechild (1975) y Rohlfs
(1979), que ajustaban las condiciones de optimalidad en función de las externalidades aso-
ciadas al número de abonados y al tamaño de la red. Por su lado, De Borger (2001) analizaba
igualmente el fenómeno de las externalidades, bajo un modelo de elección discreta, incorpo-
rando diferencias en preferencias.
4.3.2. Tarifas por bloques
Con esta modalidad de tarifas, el precio para cada unidad adicional consumida varía
cuando el nivel de consumo alcanza cierto umbral. Constituirían una secuencia de precios
marginales para diferentes bloques o intervalos de cantidades 16. Es posible generalizar estas




Las variables con barra estarían delimitando la estructura de los bloques. Al primer blo-
que (0,x1) le correspondería un precio de p1, mientras que las unidades comprendidas en el
intervalo siguiente (x1,x2) se adquirirían al precio p2. Así sucesivamente, hasta alcanzar el
m-ésimo intervalo, (xm–1,xm), cuyas unidades se pagarían al precio de pm. Este tipo de estruc-
turas dan origen a una restricción presupuestaria por tramos 17.
Faulhaber y Panzar (1977) establecieron un vínculo entre tarifas por bloques decrecien-
tes y conjuntos de tarifas en dos partes autoselectivas, demostrando que se podría ganar en
bienestar ampliando dicho conjunto con una tarifa bipartita adicional, cuyo componente va-
riable estuviera más próximo al coste marginal que su inmediato predecesor. Formalmente,
sería preciso incorporar una restricción en los programas de optimización tal como sigue:
EAp aaa (,) > EAp abb (,) [11]
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Es decir, que el excedente del cliente con alto consumo (Ea), bajo la tarifa especialmente
establecida para el (Aa, pa), debe superar el excedente que obtendría en el caso de optar por la
tarifa correspondiente a un nivel moderado de consumo, (Ab, pb). Por lo general, cuanto ma-
yor sea el número de opciones entre las que elegir, mayor será el bienestar de los consumido-
res. El resultado apuntado por Faulhaber y Panzar (1977), en cuanto a la ampliación del con-
junto de tarifas bipartitas, sería equivalente a añadir un bloque adicional en una tarifa por
bloques [Willig (1978); Brown y Sibley (1986)].
Por su lado, Goldman et al. (1984) demostraban la existencia de un vínculo importante
entre la tarificación Ramsey y los precios no lineales. Bajo el supuesto de una estructura de
preferencias, g(), fuertemente monótonas, establecían una regla válida para el diseño de
bloques eficientes. Para ello, maximizaban una función de bienestar social, en la que los ex-
cedentes del consumidor y productor serán ponderados en función de los objetivos del ente
que fija las tarifas. Los resultados del planteamiento de Goldman et al. (1984) se verían redu-
cidos a la expresión siguiente:
[12]
donde pi(x) constituye la función representativa de los precios marginales para cada nivel de
producto, x,   denota el valor del parámetro de preferencias correspondiente al consumidor
marginal, definido como aquel usuario cuya disposición al pago iguale el precio marginal,
g( ) la función de densidad del parámetro de preferencias y G( ) la función de distribución
correspondiente a dichas preferencias. Por su lado, ? vuelve a ser el elemento que permite sa-
tisfacer la restricción presupuestaria, mientras que >[] ; podría ser interpretada nuevamente
como la elasticidad precio de la demanda.
Esta fórmula permite obtener diversas estructuras de bloques, ya sean crecientes o decre-
cientes, o incluso combinaciones de ambas modalidades. El resultado final dependerá no
sólo de los costes, sino de la forma funcional especificada para la demanda y de la distribu-
ción de frecuencias del parámetro de preferencias. En este último caso, el hecho de que la
distribución presente una media elevada puede ser significativo de la presencia de numero-
sos clientes con valores altos de . Ello implicaría que, para niveles altos de consumo, la
elasticidad será mayor, luego, el precio marginal será más bajo que el establecido en bloques
inferiores de consumo. En todo caso, para el grupo de clientes de mayor consumo, , puesto
que G() = 1, el precio será igual al coste marginal 18.
Otro trabajo de similar orientación al de Goldman et al. (1984) sería el de Brown y Si-
bley (1986), quienes también obtenían una expresión para los precios no lineales óptimos,
pero suponiendo una distribución continua de preferencias. Por su lado, Sharkey y Sibley
(1993) caracterizaban el conjunto Pareto-óptimo de precios no uniformes cuando se asignan
ponderaciones a cada consumidor. Llegaban a demostrar que, bajo ponderaciones débilmen-
te decrecientes, los grandes consumidores deberían enfrentarse a precios que igualasen los
costes marginales con el fin de lograr ganancias en eficiencia.
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5. Equidad en los precios: discusión y fórmulas
En el campo de las actuaciones públicas, la eficiencia no es el único aspecto a conseguir.
La equidad del sistema de precios constituye, en muchas ocasiones, una cuestión no menos
importante. No obstante, no existe una opinión consensuada respecto al empleo de los pre-
cios como instrumento de redistribución (Bös, 1985). Los economistas liberales apuntaban
hacia la mayor efectividad de impuestos y subvenciones para conseguir dicho objetivo, re-
servando las políticas de fijación de precios para la consecución de eficiencia asignativa. La
tarificación que persigue alcanzar objetivos de equidad podría provocar distorsiones e inefi-
ciencias significativas.
Ng (1984) demostraba que, en ausencia de ilusión fiscal, un consumidor con alto poder
adquisitivo se enfrentaría a tipos marginales más altos en un impuesto progresivo sobre la
renta y tendría, adicionalmente que pagar más por consumir los bienes cuyo precio incorpo-
rase algún instrumento de redistribución. No obstante, este argumento presupone la inexis-
tencia de ilusión fiscal, supuesto un tanto cuestionable. La total ausencia de ilusión fiscal re-
quiere que el comprador sea capaz de diferenciar que parte del sobreprecio se debe a una
mayor calidad del producto y que parte responde a motivos distributivos. Otro argumento en
contra de la utilización de los precios como mecanismo de redistribución, sería que pone en
peligro la consecución de otro gran objetivo de la tarificación, a saber, la suficiencia finan-
ciera. Es decir, que cabe la posibilidad de que los ingresos no permitan cubrir costes, a con-
secuencia de una reducción de la demanda para los precios más altos (Bös, 1985).
De todas maneras, la consideración del criterio de equidad se justifica en base al carácter
preferente de los bienes o servicios cuyo precio estamos interesados en determinar. La regla
de Ramsey, en base a la que se han articulado formulas eficientes, puede ir claramente en
contra del principio de equidad, tanto desde el punto de vista del nivel de precios que genera
como desde la óptica de su estructura. Por un lado, el hecho de fijar requerimientos recauda-
torios más exigentes puede mermar el bienestar de usuarios de bajo nivel de renta, ya que los
niveles de precios serán elevados. Y en general, puede perjudicar igualmente a dichos usua-
rios en tanto en cuanto éstos presentan habitualmente una demanda más rígida ante cambios
en los precios. Éste sería el caso de los dos grupos de usuarios básicos del servicio de abaste-
cimiento de agua: así, la demanda de agua de los hogares suelen ser más inelástica respecto
al precio que la correspondiente a usuarios industriales o comerciales [Renzetti (2002);
Arbués et al. (2003)].
Adicionalmente, en algunos estudios aplicados se ha puesto de manifiesto la regresivi-
dad presente en tarifas en las que los componentes fijos de las mismas son importantes, e in-
cluso en sistemas aparentemente más progresivos. Así, McMaster y MacKay (1998) contras-
taron la presencia de inequidades distributivas en el contexto del abastecimiento de agua,
detectando algún grado de regresividad en todas las alternativas tipo propuestas. De ahí que
sea preciso articular ciertos procedimientos o elementos para intentar garantizar cierto nivel
de equidad, cuyas características y validez pasamos a analizar seguidamente.
Antes de pasar a comentar algunos de esos mecanismos, es preciso señalar que cualquier
ajuste considerado para introducir equidad en el sistema de precios puede dar origen a sub-
Eficiencia y equidad en el diseño de precios óptimos para bienes y servicios públicos 107venciones cruzadas. No obstante, es necesario precisar que la presencia de subvenciones cru-
zadas no es una característica exclusiva de los precios que persiguen aspectos relacionados
con la equidad 19.
5.1. Algunos mecanismos para alcanzar equidad
Como objetivo básico en relación con este objetivo, sería necesario evitar que los usua-
rios no pudieran acceder al bien o servicio por motivos de capacidad económica. Dicho acce-
so depende de la cuantía de su excedente. Si el excedente resultara negativo, el consumidor
optaría por no engancharse al servicio. No obstante, resultaría poco coherente imposibilitar
el acceso por parte de los usuarios a bienes o servicios preferentes. En este sentido, algunos
modelos incorporan una restricción de excedente del consumidor positivo —o no negati-
vo—, con la finalidad de alcanzar dicho objetivo (Oi, 1971).
De una forma más elaborada, en ocasiones son establecidas subvenciones o bonificacio-
nes explícitas en las tarifas. Piénsese por ejemplo en los precios más reducidos de los que se
ven beneficiados determinados grupos de usuarios, delimitados en base a criterios como la
edad o alguna otra característica socioeconómica. Así, la experiencia práctica muestra cómo,
el establecimiento de subsidios en base a criterios genéricos no beneficia en la medida de lo
esperado a usuarios con bajos ingresos, sino que son los usuarios de clase media los que ob-
tienen los mayores beneficios (Estache et al., 2001; 2002).
En este sentido, el diseño de subsidios ha de estar fundamentado sobre un criterio ade-
cuado, relacionado con la renta equivalente de los usuarios, y su cuantía ha de determinar-
se en base a la disposición al pago de los mismos, ligada esta última a su capacidad econó-
mica. Igualmente, se hace preciso analizar si el esquema de subsidios es viable desde la
perspectiva de los costes e ingresos que generaría su implementación. Gómez-Lobo et al.
(2000), en una aplicación al servicio de abastecimiento de agua en Panamá, señalaban la
dificultad existente a la hora de delimitar la población objetivo que debería beneficiarse de
los subsidios, proponiendo como criterio a estos efectos la no existencia de conexión tele-
fónica de los hogares.
Un mecanismo relativamente frecuente con el que se pretende alcanzar el objetivo de
equidad en los precios lo constituyen los mínimos de consumo. Éstos aparecen con relativa
frecuencia en las tarifas, y su presencia se justifica en base al suministro de una cantidad bá-
sica del bien o servicio a un precio bajo. De hecho, el precio marginal correspondiente a can-
tidades que no superen el mínimo es nulo. Dicho nivel mínimo de consumo es, generalmen-
te, facturado de forma obligatoria. Este hecho hace que, la presencia de mínimos en las
tarifas conduzca a fuertes distorsiones en las decisiones de consumo, y por consiguiente, a
pérdidas de eficiencia. Con este tipo de estructuras se fuerza a los usuarios a consumir mayo-
res cantidades de las deseadas. De esta forma, los usuarios pueden llegar a ocultar sus verda-
deras preferencias, y las tarifas pueden perder sus propiedades autoselectivas (Castro et al.,
2002). De hecho, por lo que respecta a las tarifas del abastecimiento de agua, existe una clara
tendencia a la desaparición de este tipo de elementos, en tanto en cuanto no contribuyen a
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lo esperado inicialmente (OCDE, 2003).
Otra fórmula alternativa para introducir equidad en las tarifas consistiría en definir una
función de bienestar social como suma ponderada de los excedentes individuales, conside-
rando algún criterio de capacidad económica. La propuesta que se sugiere a continuación
considera nuevamente la tarificación Ramsey, aunque, en este caso, corregida por un factor
que aminora la regresividad asociada a esta tipología de precios. En este sentido, Feldstein
(1972) fue el primero en desarrollar una tarifa en dos partes que incluyese argumentos redis-
tributivos. Para ello, planteaba un programa de optimización en el que en la función objetivo
se ponderaban los excedentes individuales en base a la utilidad marginal de la renta. Así,
cuanto mayor fuera la elasticidad de dicha utilidad marginal, mayor sería la ponderación del
excedente correspondiente a consumidores con bajos ingresos. En este contexto, el precio
del bien i-ésimo adoptaría la formulación siguiente:
[13]
siendo
En la expresión precedente, h indicaría la valoración social de la utilidad individual 20,
=h e yh representarían la utilidad indirecta y la renta del usuario h-ésimo (luego 

 =hh y / se-
ría su utilidad marginal de la renta), mientras que el cociente X i
h/Xi reflejaría el peso que, so-
bre la demanda total, tiene el consumo del bien i-ésimo por parte de dicho individuo. Pode-
mos observar como, nuevamente, el margen precio coste marginal depende inversamente de
la elasticidad precio de la demanda, aunque ahora también vendrá influido directamente por
la covarianza entre la cantidad consumida y la utilidad marginal de la renta.
La versión básica expuesta por Feldstein sería modificada en posteriores desarrollos. Di-
mopoulos (1981) ampliaba el enfoque hacia tarifas de carácter mixto, añadiendo bloques cre-
cientes y decrecientes. Por su lado, Bös (1985; 1994) generalizaba este tipo de esquemas
considerando restricciones adicionales relacionadas con la tecnología y los beneficios de la
provisión pública y el equilibrio del mercado. Kanbur et al. (2000) aplicaban el modelo a la
derivación de tarifas no lineales, detectando la presencia de subsidios cruzados entre grupos
de usuarios 21.
Respecto a las tarifas por bloques, en ocasiones han sido defendidas las que presentan
una estructura de bloques crecientes, en base a una mayor progresividad teórica. Sin embar-
go, esta idea descansa bajo el supuesto de que exista una correlación positiva entre renta y
consumo, hipótesis que no siempre se ve verificada en la realidad. A modo de ilustración, al-
gunos trabajos aplicados en el contexto del suministro de agua han mostrado como este tipo
de tarifas pueden plantear cierto nivel de regresividad, debido a las condiciones de masifica-
ción de las viviendas y a la presencia de contadores colectivos [Whittington (1992); Boland
y Whittington (2000)].
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Finalmente, podríamos señalar cómo, de forma paralela a lo que sucedía en el caso de las
tarifas eficientes, es posible ofrecer a los usuarios un menú de estructuras de precios a fin de
que los usuarios menos favorecidos elijan en base a su disponibilidad económica [Estache et
al. (2001)]. Nuevamente, este tipo de tarifas «opcionales» generan una autoclasificación por
parte de los usuarios, en esta ocasión, en base a criterios relacionados con su nivel económi-
co. Este sería el caso, en el contexto del abastecimiento de agua, de las alternativas que plan-
tean escoger entre una tarifa plana o una tarifa en función del consumo, o bien entre la tarifa
normal o una tarifa por bajo consumo (OCDE, 2003).
5.2. Precios «políticos»
Con relación a los objetivos positivos, se pasa a describir una modelización en la que el
propósito fundamental del diseño de tarifas radica en la consecución de apoyo político por
parte del electorado [Bös y Zimmermann (1984); Bös (1994)]. Hemos optado por mostrar
esta variante dadas las conexiones que podrían establecerse entre la fijación de este tipo de
precios y los objetivos de redistribución. Así, en ciertas ocasiones, estos modelos conducen
al establecimiento de precios equitativos, favoreciendo a personas de bajos niveles de renta.
Constituye una alternativa especialmente aplicable en el ámbito local, bajo el supuesto de
que los políticos aspiren a conseguir el mayor número de votos. Nuevamente, el servicio de
abastecimiento de agua podría encajar perfectamente en este contexto, ya que la realidad en
nuestro país muestra cómo la fijación de precios bajos para el servicio puede responder a mo-
tivos de índole política (MMA, 1998). Esta hipótesis llevaría al diseño de tarifas que permi-
tan alcanzar dicho objetivo. Siendo p0 los precios actuales, los políticos plantearían una alter-
nativa a dichos precios, denotada por p, que implicaría un menor desembolso para los
consumidores que la existente.
Los votantes, sin embargo, no sólo deciden su voto en función de criterios económicos,
sino que consideran igualmente factores ideológicos o de afinidad con los diferentes partidos
políticos. Luego un ciudadano h votará por el partido político que propone la alternativa de
precios p siempre y cuando se verifique la siguiente igualdad:
h = wh + qh  0, siendo wh (p, yh)==h (p, yh)–=h (p0,y h) [14]
Es decir, que wh denota el argumento económico, o la ganancia en utilidad asociada al
establecimiento de la propuesta de precios p, mientras que qh hace referencia a la «simpatía»
del electorado por dicha opción política. A partir de estas hipótesis, es posible establecer for-
malmente la siguiente regla de votación por parte del electorado:
[15]
Cada votante conoce exactamente el valor que adopta, para cada precio, wh y qh. Sin em-
bargo, el político tendría dificultades para conocer este último factor de afinidad ideológica,













- 	A 2qh, si bien dispondría de información sobre su distribución. Considerando como objetivo la




Nuevamente, la tarificación de Ramsey es ajustada mediante un factor (POL) en el que in-
fluirá la tecnología del proceso productivo público, 0, dependiendo asimismo de las distribu-
ciones de las variaciones de utilidad ocasionadas por cambios en los precios, ƒ(wh), del valor
esperado del voto en la población, (yh), así como de la utilidad marginal de la renta, 

 =hh y /
(Bös, 1994). Luego, a partir del parámetro (POL) se aprecia la relación existente entre los pre-
cios «populares» y la tarificación con fines equitativos derivada por Feldstein (1972).
6. Conclusiones
La teoría de los precios óptimos nos proporciona una base para abordar el diseño de tari-
fas en el sector público. A lo largo de todo el desarrollo hemos observado las interconexiones
existentes con la teoría de la imposición óptima. De hecho, la revisión efectuada en este tra-
bajo tiene su origen en la aportación de Ramsey (1927), en la que se establecían reglas de im-
posición óptima, y que sería adaptada posteriormente para su aplicación a la fijación de pre-
cios en el contexto público.
No obstante, las aportaciones clásicas basadas en el trabajo de Ramsey se asientan sobre
el supuesto de funciones de costes y demandas exógenas, eliminando la posibilidad de que la
entidad suministradora altere sus parámetros básicos. En este sentido, cabría la posibilidad
de introducir esquemas de incentivos en la formulación básica en un contexto regulatorio
(Laffont y Tirole, 1993). De este modo, se trataría de ajustar la tarificación mediante un fac-
tor de incentivos, con el que un potencial regulador motive un comportamiento eficiente y
productivo, propiciando al mismo tiempo una distribución adecuada de las ganancias de efi-
ciencia. Este aspecto constituiría el punto de partida de la teoría de la regulación de precios,
conectando de esta manera dicha rama teórica con la fijación de precios óptimos, objeto de
esta revisión bibliográfica.
En este sentido, el trabajo ha planteado una panorámica de las principales estructuras de
precios desde la óptica de la eficiencia. Igualmente, ha sido abordado en qué medida es o no
adecuada la introducción de equidad en las tarifas, y los procedimientos más relevantes que
permiten alcanzar este objetivo, reflejando, en algunos, casos el trade-off que puede derivar-
se de la pretensión de alcanzar ambos objetivos a un tiempo. En general, los trabajos que
plantean estructuras tarifarias que permitan alcanzar equidad son escasos, constituyendo un
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campo relativamente poco explorado. Los motivos que explicarían este hecho apuntan, por
un lado, hacia la inexistencia de consenso en cuanto a la introducción de dicho criterio en los
precios, y por otro lado, a las dificultades para el diseño de esquemas de subsidios, puesto
que es complicado delimitar la población beneficiaria de las subvenciones. En la práctica, el
empleo de criterios generalistas suele conducir a la no consecución del objetivo propuesto.
A modo de cierre, se ha hecho referencia a la presencia de finalidades no estrictamente
normativas que, en la práctica, determinan el proceso de establecimiento de las tarifas en este
contexto. De este modo, ha sido mencionada la formación de precios que pretenden captar
votos en un mercado político, conduciendo a una solución que combina eficiencia, equidad,
teniendo en cuenta adicionalmente el contexto institucional (Bös, 1994).
De forma paralela a la exposición teórica se ha hecho alusión al servicio público de abas-
tecimiento de agua, en el que la variedad en cuanto a tarifas se refiere permite observar el pa-
pel de los diferentes elementos de las mismas. No obstante, la mayor parte de los desarrollos
revisados en este trabajo serían de aplicación a otro tipo de servicios públicos con contra-
prestación, incluso a servicios privados regulados, mostrando la utilidad de las estructuras
óptimas recogidas en este estudio.
En definitiva, tal como se ha mostrado a lo largo de todo el artículo, el diseño de precios
en el sector público se convierte en una cuestión de gran relevancia, desde el momento en el
que se persigue la consecución de varios objetivos a un tiempo. En este sentido, pese a que el
argumento recaudatorio tiene cierto peso en el diseño de tarifas, no ha de ser el único consi-
derado, en tanto en cuanto puede ir en contra de otras metas básicas en este contexto. Desde
el momento en el que los gestores públicos pretenden que los precios constituyan instrumen-
tos efectivos de gestión de la demanda es preciso que aborden con detenimiento el diseño de
la estructura de los mismos.
Notas
1. A diferencia de alguna otra revisión reciente de literatura en este contexto (Weare y Friedman, 1998), en este
trabajo han sido consideradas, de forma adicional, tarifas orientadas hacia la consecución de equidad.
2. En relación con la eficiencia, es necesario hacer mención a una vertiente metodológica diferente, en tanto en
cuanto se aleja de los programas de optimización convencionales. Se fundamenta en la formulación de axio-
mas o reglas que especifican la relación que debería existir entre precios y funciones de costes. Es una metodo-
logía que no consiste en un puro ejercicio teórico, sino que ha sido llevada a la práctica. Mirman et al. (1983) y
Bös y Tillman (1983) se encargarían de formalizar los pilares de esta técnica. En cualquier caso, y a pesar de
los menores requisitos informativos que precisa la metodología basada en axiomas, la superioridad de la mis-
ma no es una idea que haya sido generalmente aceptada (Bös, 1994).
3. Las tarifas que incorporan mínimos de consumo serán abordadas en la sección 5, en la que se analiza el criterio
de equidad en los precios.
4. A este respecto, Lipsey y Lancaster (1957) mostraban cómo, si una o más de las condiciones de óptimo de pri-
mer orden no se cumplieran, entonces el incumplimiento de las restantes conduciría a un óptimo de peor
orden.
112 M.ª ÁNGELES GARCÍA VALIÑAS5. La técnica de los costes totalmente distribuidos, ha sido objeto de diversas críticas. Por un lado, cualquiera de
las metodologías de reparto anteriormente mencionadas no siempre son óptimas desde el punto de vista de la
eficiencia económica, al no tener en cuenta los costes marginales. En este sentido, Braeutigam (1980) mostra-
ba cómo, bajo ciertos supuestos, para los métodos del coste atribuible y del ingreso bruto, se producirían inefi-
ciencias respecto a los bienes y/o servicios con demandas más elásticas. Por otro lado, pueden ser empleados
diversos medios en la distribución de costes comunes, pero todos ellos presentan un carácter arbitrario. No
existe una idea unánimemente aceptada en cuanto al mecanismo de reparto elegido, y la elección de una u otra
será totalmente subjetiva.
6. Esta variante discriminatoria no ha sido analizada en esta revisión, debido a las dificultades que plantea su im-
plementación en la práctica. Dicha implementación sería equivalente al establecimiento de una tarifa en dos
partes en la que se extrae el excedente total al consumidor marginal. En primer lugar, los requerimientos infor-
mativos para poder aplicar este grado de discriminación son demasiado exigentes. La obtención de informa-
ción se presenta muy costosa o inaccesible. No obstante, puede darse el caso de que, a través de un proceso de
negociación sea posible que el oferente consiga conocer a su clientela (Norman, 1999). En segundo lugar, se-
ría destacable señalar que estas prácticas cuentan con impedimentos legalmente establecidos. Las regulaciones
en este campo suelen prohibir la discriminación de precios a esos niveles.
7. Algunos trabajos han contrastado desde la óptica del bienestar este tipo de estructuras en el contexto del abas-
tecimiento de agua [Kim (1995); Resende (1997)].
8. En este sentido, siendo  la ponderación correspondiente a los beneficios en la función objetivo a maximizar,
Baumol y Bradford (1970) derivaban la expresión para el número de Ramsey para  = 0. En el otro extre-
mo, siendo  = 1, algunos autores [Brown y Sibley (1986); Laffont y Tirole (1993)] obtenían el siguiente re-
sultado:
En la expresión anterior,  constituye el multiplicador de la restricción de beneficio, que indica el coste del be-
neficio o pérdida obtenido por el suministrador en términos de la función objetivo especificada. Puesto que el
déficit del suministrador es socialmente costoso, el precio fijado para el bien podría oscilar entre aquel que
igualase el coste marginal, si  fuera igual a 0, o el precio que fijaría un monopolista, en tanto en cuanto  fue-
ra lo suficientemente elevado. Bajo este último supuesto, se estaría ponderando enormemente la restricción
presupuestaria en el programa de optimización, y por tanto, el objetivo financiero de la tarificación (Laffont y
Tirole, 1993).
9. Griffin (1982) realizó su análisis suponiendo diferentes valores para . Si la externalidad pudiera ser total-
mente internalizada, entonces = 1. En caso contrario, es decir, si fuera prácticamente imposible internali-
zarla, = 2.
10. El resultado del modelo de demandas fluctuantes puede ser generalizado a una situación de t períodos con de-
mandas diferentes (Bös, 1981). Asimismo, la consideración de períodos de diferente duración ha constituido
una extensión del modelo básico igualmente interesante [Crew and Kleindorfer (1986); Burness y Patrick
(1991)].
11. El cálculo de los costes de capacidad marginal para el abastecimiento de agua comprende una serie de técnicas
de estimación econométrica [Feigenbaum y Teeples (1983); Renzetti (1992); Bhattacharyya et al. (1995);
Timmins (2002)] e incluso fórmulas de cálculo directo [Turvey (1976); Saunders y Wardford (1976)].
12. En este sentido, Bös (1994) demostraba algunas de las condiciones suficientes para que los precios en períodos
de demanda punta superasen a los precios establecidos en cuando la demanda es reducida. De forma adicional
a la estructura de las elasticidades y los costes marginales en períodos de demanda punta y valle, la fijación de
requerimientos presupuestarios lo suficientemente altos por parte del gobierno y/o la elevada capacidad de
reacción por parte del ente suministrador ante los excesos de demanda y el racionamiento, constituyen algunos
de los requisitos señalados.








13. En contextos de racionamiento, algunos modelos consideran la existencia de probabilidades asociadas a la sa-
tisfacción de la demanda (Wilson, 1989). Crew et al. (1995), en su revisión sobre fijación de precios ante de-
mandas fluctuantes, recogían la expresión de los precios óptimos bajo diversas variantes de modelización de la
incertidumbre de las funciones de demanda y oferta. Por otra parte, algunos trabajos [Armstrong (1999);
Armstrong y Vickers (2000)] abordaban la cuestión en un contexto de regulación de precios de empresas mul-
tiproducto, analizando hasta que punto se produce la alineación los intereses sociales y privados en presencia
de incertidumbre.
14. El conocimiento de la distribución del parámetro de preferencias en la población será imprescindible para po-
der derivar tarifas no lineales óptimas (Brown y Sibley, 1986). Recientemente, los modelos han ganado en rea-
lismo, en el sentido de considerar la multidimensionalidad de las preferencias en contextos multiproducto [Si-
bley y Srinagesh (1997); Spiegel y Wilkie (2001)].
15. Véase Wilson (1993) para una revisión de las opciones básicas en cuanto a tarifas no lineales se refiere.
16. Las tarifas en dos partes podrían ser interpretadas como un caso particular de una tarifa por bloques, constitui-
da por dos bloques de carácter decreciente, considerando el primer bloque como el precio pagado por la prime-
ra unidad del bien. No obstante, son tres los factores que determinan la ruptura de la equivalencia anteriormen-
te señalada: a) la existencia de demandas de consumo desconocidas y/o aleatorias, b) la presencia de
externalidades asociadas al enganche y/o c) la existencia de costes de transacción (Braeutigam, 1989).
17. Para esta tipología de tarifas, es preciso distinguir el concepto de precio marginal, definido como el precio que
el consumidor paga por una unidad de consumo adicional dado el consumo total del mismo, del concepto de
precio/s intramarginal/es, que serían los precios aplicados a niveles inferiores de consumo.
18. Obsérvense las analogías que presenta este resultado con los hallazgos del trabajo de Mirrlees (1971), respecto
al tipo marginal óptimo en el impuesto sobre la renta para aquellos usuarios con mayor nivel de renta.
19. Los criterios para detectar la existencia de subsidiación entre grupos de usuarios son diversos, tal como se
mostraba en el trabajo de Faulhaber (1975). Por otra parte, es preciso mencionar que los precios de Ramsey
llevan aparejados, por lo general, subsidios cruzados entre los diferentes usuarios. Zajac (1978), contemplaba
la posibilidad de que los precios de Ramsey violasen el contraste del coste incremental. Es decir, que los in-
gresos derivados de la producción de un subconjunto cualquiera de bienes no consiguieran cubrir el incremen-
to de costes que ello implica. No obstante, también ha sido apuntado como, bajo ciertos supuestos, la tarifica-
ción Ramsey podría dar como resultado precios libres de cualquier tipo de subsidio (Baumol et al., 1977).
20. Bös (1994) recogía la siguiente equivalencia:
Es decir, que el parámetro h estaría reflejando el impacto que, sobre el bienestar global, W, generaría un cam-
bio en la utilidad del indivíduo h-ésimo, ajustado por un parámetro representativo de la tecnología del entre su-
ministrador, 0.
21. En este sentido, Kanbur et al. (2000) consideraban dos grupos de consumidores, en función de su renta. Par-
tiendo de un sociedad que no mostraba aversión a la desigualdad, llegaban a demostrar que, cuando la propor-
ción de individuos «pobres» en la población era alta, el suministrador público se veía en la necesidad de fijar
bloques crecientes a dicho grupo, estableciendo descuentos por volumen (bloques decrecientes) para el grupo
de usuarios con rentas elevadas. Nuevamente, se aprecian las analogías con la teoría de la imposición óptima
(Immonen et al., 1998).
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Abstract
The main purpose of this paper has been a survey of alternatives handled by public entities to design benefit-princi-
ple-based financing means. Several goods and services are supplied in exchange for a direct user payment. So, tariffs
structure has been analysed in detail, in order to improve public revenue system (Albi et al., 2000). The options have
been approached depending on its complexity, focusing on efficiency and equity criteria. Besides, grounding in the
theoretical framework proposed by Ramsey (1927), the connections with Optimal Taxation Theory have been
shown.
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